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Resumen 

El artículo científico que a continuación se expone consta de una investigación descriptiva teórica, 

mediante el análisis dogmático, jurisprudencial y jurídico de uno de los fenómenos sociales que en la 

actualidad aquejan a la sociedades colombiana y las conformantes de los países latinoamericanos y, 

corresponde al concepto de justicia por propia mano, para lo cual, a través de recolección documental se 

examinaron las causas, orígenes y consecuencias del actuar humano que derivan en actos de transgresión 

de la ley penal, mediante una excesiva respuesta en el ejercicio de la legitima defensa, así como, acciones 

que confluyen vulneración de la dignidad humana mediante la humillación, el escarnio público del 

presunto infractor de la norma penal por parte de la comunidad que actúa mediante justicia privada; 

adicionalmente, se analizaron datos estadísticos en fuentes de entidades estatales, acerca de la confianza 

del ciudadano en la eficiencia y prontitud de las instituciones del Estado y, de la percepción de seguridad 

de los colombianos ante la respuesta a sus requerimientos judiciales.  

Palabras clave: Justicia por mano propia; violencia, castigo, pena, justicia privada, legitimidad, 

Estado, legítima defensa, omisión, confianza social, eficiencia, igualdad de acceso a la justicia. 
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The scientific article that is presented below consists of a theoretical descriptive investigation, 

through the dogmatic, jurisprudential and legal analysis of one of the social phenomena that currently 

afflict Colombian societies and those of Latin American countries and corresponds to the concept of 

justice by one's own hand, for which, through documentary collection, the causes, origins and 

consequences of human action that lead to acts of transgression of criminal law were examined, through 

an excessive response in the exercise of legitimate defense, as well such as, actions that converge violation 

of human dignity through humiliation, public ridicule of the alleged offender of the criminal law by the 

community that acts through private justice; In addition, statistical data from sources of state entities 

were analyzed, regarding the citizen's confidence in the efficiency and promptness of State institutions 

and the perception of security of Colombians in response to their legal requirements. 

Keywords. Justice by own hand; violence, punishment, penalty, private justice, legitimacy, State, 

legitimate defense, omission, social trust, efficiency, equal access to justice. 

 

Introducción 

 

El presente artículo es el producto de una investigación de tipo documental mediante la 

compilación sistemática de una serie de documentos, jurisprudencia, doctrina y estudios concernientes al 

derecho penal, más exactamente al fenómeno social denominado justicia por propia mano, por tal razón, 

se abordarán temáticas desde su concepto, requisitos de configuración, causas, consecuencias frente al 

ordenamiento jurídico penal colombiano, así como, determinar si las actuaciones de justicia privada se 

relacionan o no con los excesos de legítima defensa o si por el contrario son actos de violencia y venganza, 

producto de la desconfianza de las personas ante la falta de eficacia y celeridad en la atención de casos 
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de agresiones y presuntas comisiones de delitos por parte de las instituciones encargadas de velar por la 

protección de los bienes jurídicos tutelados.  

De manera similar, se pretende mostrar un examen en el derecho comparado sobre el fenómeno 

de la justicia por mano, de allí que la jurista (Pérez, 2020) a través de una análisis etnográfico en el Estado 

de México y, con la finalidad de buscar instrumentos para la prevención de estos casos, llegó a la 

conclusión que, la población utiliza para su defensa acciones  por fuera  de la  ley  o  denominadas ilegales, 

debido a, la falta de control y judicialización por parte de los organismos del gobierno encargados de 

mantener el orden interno, sin embargo, esto no debe de ser excusa para eximir  de responsabilidad a  

ningún actor, ni  justificar  el  uso  de  la  violencia como medio de respuesta ante la inoperancia del 

aparato judicial, de tal manera que, desde el punto de vista antropológico se trata de pueblos que han 

luchado en defensa de sus libertades, por consiguiente, la solución no es únicamente basadas en medidas 

punitivas.  

De igual modo, en Suramérica se han presentado escenarios de justicia por propia mano, 

aduciendo a la legalidad mediante la institución jurídica de la legítima defensa, como el caso ocurrido en 

Argentina el 12 de septiembre de 2006, en la localidad del barrio “17 de agosto” de San Pedro, en la 

provincia de Jujuy, en donde algunas personas realizaron una marcha con destino a la comisaría N.º 48 de 

esa ciudad, llevando consigo antorchas, acto seguido, se instalaron frente a la delegación policial y 

pidieron la entrega de dos hombres que presuntamente habían abusado de dos niñas, frente a la negativa 

de la Policía, los manifestantes comenzaron a lanzar piedras y elementos contundentes contra la 

Comisaría, frente a la inminente represión, los autores de este estudio (González, Ladeuix, & Gabriela, 

2011); describen desde el punto de vista antropológico estas actuaciones como violencia colectiva, en 

donde diversos sectores sociales se reapropian de la violencia y el accionar punitivo del Estado con  el 

afán de “hacer justicia“.  
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De lo anterior se desprende que, en Colombia, desde el 2020 a 2022, el fenómeno jurídico de la 

justicia por propia mano, se ha venido incrementado en la estadística de casos conocidos por las 

autoridades del Estado, demostrando con ello, desconfianza e inseguridad respecto a la efectividad de las 

respuestas de las autoridades e instituciones que velan por la protección de la sociedad y el enjuiciamiento 

de quienes violan el ordenamiento jurídico, provocando así, el sentimiento de ejercer justicia por mano 

propia, según (Gutiérrez Simbaqueva, González Caro, & Reyes Pinilla, 2020). 

De lo anterior se desprende que, la investigación jurídica que nos atañe, emplea el denominado 

método hipotético-deductivo, siendo expuesto en el Manual de Metodología de Investigación Jurídica 

para la Práctica Judicial de la Escuela Judicial - Rodrigo Lara Bonilla, definiéndolo como un camino en la 

investigación que parte de lo general hacia lo particular, propendiendo por sistematizar el conocimiento 

existente a través de conclusiones basadas en principios,  leyes y conceptos jurídicos adaptables a 

escenarios que no han sido explorados y que permiten una relación lógica con el derecho1.  

  

1. El fenómeno denominado justicia por propia mano 

 

En vista de que existe una problemática social que da pasos elevados ante la cantidad de casos 

que se presentan diariamente en Colombia, donde las personas en su percepción de inseguridad y 

desconfianza de las instituciones encargadas de velar por la protección y seguridad de las personas, 

despliegan actos propios de respuesta ante la ira o el sentimiento de venganza, lo que desencadena en la 

 

1 (Estupiñán Achury, Novoa Moreno, & Barrios De la Cruz, 2022). 
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comisión de delitos creyendo que con estas conductas, se actúa por justicia propia y se presume como 

legítima defensa.  

De igual forma, se ha entendido el concepto de justicia por propia mano como la fórmula de 

respuesta por parte de los ciudadanos, mediante la aplicación de un castigo a una persona que 

presuntamente ha cometido un delito, saltando el proceder de los funcionarios investidos por la ley para 

dicha labor, según la definición de (Pérez Godínez, 2020) “es un conjunto heterogéneo de acciones 

colectivas e individuales, tanto extralegales como ilegales que van desde la prevención y la disuasión hasta 

el despliegue de violencia”; mediante el cual, propende por la empelar un castigo como defensa ante la 

agresión de un tercero que sobre la víctima ha cometido una  conducta punible. 

Si bien, el común de las personas consideran que la justicia por propia mano es una acto de 

respuesta ante las conductas delictivas desplegadas por actores criminales, se han convertido no solo en 

prácticas contrarias al derecho, sino que buscan con ello mostrar a la opinión pública que quien cometa 

una agresión a un bien jurídico de alguna persona, la sociedad está en la obligación de defender los 

intereses de la víctima y en efecto actuar en forma tal que no solamente se rechace la actuación del 

agresor por medio de la fuerza, además de llegarse a poner en un estado de escarnio público y 

humillación.  

Como es obvio, Cuando una sociedad no confía en sus instituciones ni en aquellos que están 

encargados de mantener la seguridad, se puede llegar al extremo de tomarse la justicia por cuenta propia. 

Esta desconfianza, como mencionan Arriagada y Godoy, puede tener varios componentes: inoperancia 

del sistema de justicia, corrupción a varios niveles (jueces, policía, políticos en general), exceso de trámites 

para buscar justicia por los medios adecuados, etc.; pero, independientemente de la presencia de uno o 

más de estos componentes, parece haber algo claro: el fallo institucional conlleva a la aparición de la 

justicia por mano propia. 
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Dado que, la percepción de seguridad es un elemento subjetivo de las personas que integran una 

sociedad, es preciso señalar que, algunas instituciones públicas y privadas elaboran diferentes 

procedimientos atinentes a recolectar información de la percepción de la seguridad, en ese orden de ideas 

y para mostrar algunos resultados obtenidos a través de encuestas, la Cámara de Comercio de Bogotá 

realizó un estudio en el año 2022, obteniendo como resultados que “el 52,9% de las personas de 15 años 

y más indicaron sentirse inseguros(as) en su ciudad o municipio, para las cabeceras el 58,9% de las 

personas indicaron sentirse inseguros(as) en su ciudad y el 31,2% de las personas que habitaban en centro 

poblado y rural disperso indicaron sentirse inseguros(as) en su municipio2”.  

Tabla N° 1 

 

 

 Fuente: DANE, Encuesta de Convivencia y Seguridad Ciudadana – 20223 

 

2 (Cámara de Comercio de Bogotá D.C., 2022) 
 
3 Fuente: DANE, Encuesta de Convivencia y Seguridad Ciudadana – 2022 

Población de referencia total nacional (2021) en miles: hogares 17.109 mil; personas de 15 años y más 38.846 mil. 
 

Personas de 15 años y más que han sido víctimas de al menos un delito: 3.097 mil. 
 

Nota: Las preguntas sobre victimización hacen referencia al periodo comprendido entre enero a diciembre de 2021. 
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Por otra parte, algunos autores como (Berrocal Durán, Mejía Turizo, & Martínez Angulo, 2018) 

han expresado que, para resolver la problemática del fenómeno de justicia por propia mano, se deben 

brindar garantías a las personas como el acceso a la justicia y la materialización del estado de derecho, 

pues bien, estas instituciones están relacionadas entre sí y confluyen en aspectos determinantes al 

momento de la imposición de justicia personal, bajo este entendido, las personas están en la obligación 

de acatar las leyes y respetar la separación de poderes, por lo tanto, es el Estado por medio de sus 

entidades el encargado de velar por la  defensa y protección de los derechos de sus asociados, y no es 

permitido o justificado la toma de acciones propias para suplir las funciones constitucionales.  

En tanto que, en el común de las personas existe una idea de la no materialización de su igualdad 

de acceso a la justicia y, por tal razón, se producen los efectos de justicia por mano propia, puesto que, 

en el sentir de las personas, se dan privilegios en las investigaciones de delitos y en variadas ocasiones 

son archivados los procesos que han denunciado ante los organismos del Estado, esto conlleva a la 

frustración y a la faltas de confianza para no asistir a los medios establecidos para denunciar las conductas 

punibles, aunado a ello, notan que sus peticiones no serán atendidas con eficiencia y rapidez, contrario a 

que, quien ostenta un cargo en la sociedad de acuerdo con su posición económica, política o social, tendría 

mayores ventajas y se verían solucionados con celeridad y excelentes resultados sus requerimientos ante 

las instituciones encargadas de administrar justicia.  

 

Nota: Variación estadísticamente SI significativas para Victimización, hurto de ganado o semovientes, riñas y peleas y hurto a 
vehículos 
Nota: La victimización publicada para 2020 con valor 7,5% correspondió a la información sin incidentes de seguridad, al incluir los 
incidentes de seguridad digital la victimización para 2020 fue de 8,7%. A partir del periodo de referencia 2020 la victimización 
incluye los incidentes de seguridad digital. 

 
Nota: Para el periodo de referencia 2021 el indicador de hurto a vehículos agregado (con bicicletas) fue 3,6% y para el periodo de 
referencia 2020 fue 4,3% para el total nacional 
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De lo anterior podríamos preguntarnos si la falta de una eficiente asistencia de justicia, ¿facultaría 

al justiciable a reemplazar las instituciones en la búsqueda de soluciones de poder y autoridad por fuera 

de la legitimidad del Estado?, frente a dicho cuestionamiento la respuesta obviamente es negativa, ningún 

particular estaría autorizado a desplegar acciones de justicia privada en contravía a la legitimidad en 

cabeza del Estado, puesto que, a través del contrato social, los individuos han delegado las funciones de 

salvaguarda de los bienes jurídicos de los asociados a la instituciones estatales, sin embargo, si es 

menester expresar que, se deben realizar cambios para desarrollar con mayor eficiencia y celeridad los 

procedimientos en casos en las personas son víctimas de delitos, con ello, se permitiría resurgir la 

confianza en las autoridades.  

Por otra parte, para ejemplificar el impacto de la justicia por propia mano, es importante analizar 

uno de los tantos casos que se presentan bajo este fenómeno, un hecho que impactó la comunidad del 

departamento del Valle, en Cali, barrio la flora, se presentó cuando una persona de sexo masculino que 

se transportaba en intentó cometer hurto al conductor de una camioneta y, éste al interior del vehículo 

le disparó dos veces ocasionándole la muerte (El País). 4 

En primer lugar y realizando un examen al caso en comento, se podría inferir que, ante la agresión 

a los bienes jurídicos del conductor de la camioneta, como la integridad personal y el patrimonio 

económico, éste resistió dicho ataque mediante la causal de justificación legítima defensa, es importante 

traer a colación los conceptos de la legítima defensa para entender si el comportamiento del ciudadano 

se enmarca en este eximente de responsabilidad penal.  

Para comprender el concepto de justificación en el derecho penal, debemos referirnos a los 

términos jurídicos de antijuridicidad e injusto, en el primer concepto se entiende como la contradicción a 

 

4 (Tomar justicia por mano propia, una conducta que preocupa a las autoridades en Cali, 2023) 



 9 

un mandato, en palabras del profesor (Muñoz Conde, 2016) “es un predicado de la acción, el atributo con 

el que se califica una acción para denotar que es contraria al ordenamiento jurídico”; mientras tanto, 

como de injusto “se entiende como la propia acción típica y antijurídica, o sea el objeto de valoración de 

la antijuridicidad junto con su predicado de valor” (Sánchez Herrera, 2020, pág. 137); es decir, el injusto 

concentra tres (03) categorías dogmáticas a saber: acción, tipicidad y antijuridicidad.  

Por lo anterior, debe tenerse como presupuesto el delito en su estructura tripartita: tipicidad, 

antijuridicidad y culpabilidad; cada una de estas categorías dogmáticas señala un juicio de valor; en la 

tipicidad el juicio se concentra en el comportamiento y la descripción que el legislador en su producción 

de leyes ha creado en los tipos penales según un minucioso estudio y que, de acuerdo con la política 

criminal deben ser penalmente sancionados en el ordenamiento jurídico interno de cada país; la tipicidad 

se encuentra estrictamente vinculada con el principio nullum crime sine lege; en la categoría 

antijuridicidad, la acción típica debe ser antijurídica, el juicio de valor se instituye como la infracción de 

deberes jurídicos, extendiendo su examen a la presencia de causales de justificación, entendidas como 

proposiciones permisivas, por lo tanto, una conducta no es antijurídica cuando concurre en el caso 

concreto una causal de justificación; por último, la culpabilidad determinada por la capacidad de 

comprensión de los prohibido y la exigibilidad de un comportamiento distinto, para sustentar el juicio de 

reproche.  

Dicho de otra manera, el comportamiento se enmarca en la tipicidad cuando su descripción se 

adecua en el tipo penal establecido en el código penal, sin embargo, dicho comportamiento no puede ser 

estrictamente antijurídico; en palabras de los doctrinantes (Wessels, Beulke, & Satzger, 2018) “el 

comportamiento puede estar justificado cuando, en la concreta situación, el hecho está cubierto por una 

causa de justificación (regla autoritativa), cuyos requisitos se caracterizan por constituir un tipo 

permisivo”. 
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Ahora bien, para que se configure la eximente de responsabilidad, deben darse algunos 

presupuestos, en primer lugar, la agresión debe entenderse como una amenazade que sean lesionados 

intereses jurídicamente protegidos de una persona por medio de un comportamiento humano (Frister, 

2020, pág. 325). En nuestros días, la legítima defensa, está reglada para la protección de bienes jurídicos 

como la vida e integridad personal, la propiedad, bienes materiales e inmateriales, así como, en asuntos 

privados de la persona como la divulgación de fotografías no autorizadas, constituyen una agresión que 

puede habilitar la legítima defensa.  

En cuanto a la agresión ilegítima, la Corte suprema de justicia ha hecho alusión a dicho requisito 

en varios pronunciamientos, en Sentencia SP1590–2020, Radicación 49977, hizo una diferenciación entre 

la agresión y la riña, expresando lo siguiente:  

“Lo que en realidad diferencia la riña de la legítima defensa, no es la existencia de 

actividad agresiva recíproca, ya que, es de obviedad entender, ésta se da en ambas situaciones, 

sino además la subjetividad con que actúan los intervinientes en el hecho, que en un caso, el de 

la riña, corresponde a la mutua voluntariedad de los contendientes de causarse daño, y en el otro, 

el de la legítima defensa, obedece a la necesidad individual de defenderse de una agresión ajena, 

injusta, actual o inminente, es decir, no propiciada voluntariamente5”. 

En segundo lugar, la necesidad de la defensa se establece mediante un juicio objetivo ex ante, de 

acuerdo con las circunstancias bajo las cuales se desenvuelven la agresión y la defensa. Tal como plantea 

(Otto, 2017, pág. 183) ”Es necesaria la defensa de la que, por un lado, se puede esperar una finalización 

inmediata de la agresión, por otro lado, constituye el medio menos lesivo o peligroso para alcanzar un 

rechazo exitoso de peligro”.  

 

5 (Corte Suprema de Justicia [C.S.J]; M.P. LUIS ANTONIO HERNÁNDEZ BARBOSA; SP-1590-2020; Rad. 49977) 
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En ese orden de ideas, la persona agredida no puede exponerse ante un riesgo de acción defensiva 

insuficiente; este requisito lleva inmerso la comprobación de que no existía otra posibilidad de enfrentar 

al agresor del peligro antijurídico causado a los bienes propios o de terceros.  

En tercer lugar, la proporcionalidad que es exigido como presupuesto en algunos ordenamientos 

jurídicos penales como el nuestro, se exige como requisito de la eximente de responsabilidad legítima 

defensa, el de la proporcionalidad, pues, como argumenta (Monroy Victoria, 2019, pág. 479), “no se le 

puede exigir al agredido un análisis ponderado de los medios o comportamientos a desarrollar, sí por lo 

menos que se guarde una relación entre los bienes atacados por el agresor y los dañados con la reacción”. 

Por otra parte, a través del análisis efectuado al requisito de proporcionalidad dispuesto en el Código 

penal, como lo argumenta (Orozco López, 2021) “la noción de proporcionalidad se correspondería con 

una comprensión concreta de la necesidad, es decir, se entendería como aquella conducta requerida para 

repeler la agresión sin exponer la incolumidad de los propios bienes jurídicos”.  

Por último, la legítima defensa solo es admitida cuando la agresión antijurídica es actual.  Enfatiza 

(Wessels, Beulke, & Satzger, 2018, pág. 211) “es actual la agresión que es inmediatamente e inminente, 

ha empezado a aún continúa”. La agresión no solamente perdura hasta el momento de la consumación 

de un tipo penal, puede ir más allá, siempre que el peligro para el bien jurídico amenazado aún pueda ser 

conjurado. 

De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, en lo que atinente a la 

actualidad de la agresión, en Sentencia SP132-2023, radicación N° 53156, se pronunció de la siguiente 

manera:  
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“(…) Que esa agresión sea actual o inminente. –el ataque al bien jurídico se haya iniciado 

o inequívocamente vaya a comenzar y que aún haya posibilidad de protegerlo (…)6. 

 De igual modo, según propone el maestro (Jakobs, 1997, pág. 411) “está justificado sólo el 

rechazo mediante la intervención en bienes del atacante, pero no de terceros no partícipes; en cualquier 

caso, la intervención dolosa o imprudente en los bienes de terceros puede estar justificada por el estado 

de necesidad”.  

Por último, contextualizando el caso presentado, se puede inferir que en el desarrollo de éste, la 

víctima actuó en legítima defensa, pues, sus bienes jurídicos como la integridad personal y el patrimonio 

económico se vieron amenazados ante la agresión actual e inminente de parte del agresor, habría que 

determinarse si frente al requisito de proporcionalidad, existe ponderación en cuanto a los medios de 

defensa y del comportamiento desplegado por el sujeto pasivo. 

 

 

2. Análisis de estadísticas delictivas y resultados operativos por parte de instituciones del Estado 

frente al delito de hurto en Bogotá D.C., en 2022. 

 

Frente a la percepción de seguridad en la sociedad colombiana, la afectación a la sana convivencia 

está directamente proyectada al incremento de las organizaciones criminales y la violencia bajo sus 

diversas modalidades, por consiguiente, la medición de los diferentes delitos que a diario se comenten 

son evaluados por las personas de forma subjetiva; uno de los componentes de las políticas públicas en 

 

6 (Corte Suprema de Justicia [C.S.J.]; Sala de Casación Penal; M.P. HUGO QUINTERO BERNATE; SP132-2023; Radicación 
N° 53156, 2023) 
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materia de convivencia es la seguridad ciudadana definida por (Arriagada & Godoy, 1999) “como la 

preocupación por la calidad de vida y la dignidad humana en términos de libertad, acceso al mercado y 

oportunidades sociales”.  Se desprende de lo anterior que, la carencia de oportunidades, la falta de 

empleo, la criminalidad, el índice de pobreza, entre otros, son factores amenazantes de la seguridad 

ciudadana que de una u otra manera influyen en el ser humano a efectuar comportamientos contrarios a 

la ley, consecuencia de ello, la comisión de delitos.   

Al realizar un análisis de las cifras de delitos por hurto a personas contenidas en las bases de datos 

tanto de estadística delictiva, como de resultados operativos observados en 

https://www.policia.gov.co/grupo-informacion-criminalidad/resultados-operativos, en tarea conjunta 

con la Fiscalía General de la Nación, al realizar unificación entre las dos entidades, se pudo hallar que para 

el primer semestre del año 2022, en lo que atañe al delito de hurto de que trata el artículo 239 del 

ordenamiento penal colombiano, se presentaron cinco mil seis (5006) casos de hurto a personas 

cometidos por arma de fuego; doce mil doscientos sesenta y seis (12.266) casos de hurto a personas 

mediante la modalidad de arma cortopunzante, para un total de diecisiete mil doscientos setenta y dos 

(17.272) hurtos a personas, en lo corrido del 01 de enero de 2022 y el 30 de junio de 2022, en la ciudad 

de Bogotá D.C. 

Ahora bien, frente a los resultados operativos como capturas efectuadas por la Policía Nacional 

frente al delito de hurto en la modalidad de hurto a persona, se observó que, en el primer semestre del 

año 2022, se efectuaron tres mil novecientos cuarenta y seis (3946), es otras palabras, la efectividad de 

las instituciones encargadas de asegurar la convivencia pacífica de los habitantes del territorio colombiano 

y en este análisis de la ciudad de Bogotá D.C., se desarrolló en un porcentaje del 22,5%. Tal como se 

muestra en las siguientes tablas.  
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Tabla N° 2 

  

Fuente tomada de https://www.policia.gov.co/grupo-informacion-criminalidad/resultados-operativos 

Tabla N° 3 

 

Fuente tomada de: https https://www.policia.gov.co/grupo-informacion-criminalidad/estadistica-delictiva 
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Tabla N° 4 

 

Fuente tomada de: https https://www.policia.gov.co/grupo-informacion-criminalidad/estadistica-delictiva 

Del estudio de los resultados de operatividad en lo que respecta al delito de hurto a personas, al 

confrontarlo con los casos que a diario denuncian las personas víctimas de esta clase de delitos, se puede 

deducir que, el grado de efectividad del Estado en mínimo con relación al delito, de allí que, la credibilidad 

y confianza en la justicia representada por autoridades policiales y judiciales, se vea quebrantada por la 

ineficacia en la prevención y control de delitos, por consiguiente, ante la ausencia de seguridad y control 

social, las personas actúan en escenarios de justicia privada. 

 

Justicia por propia mano en Latinoamérica 

 

Existe un fenómeno que ha crecido en diferentes países de Latinoamérica como: México, 

Colombia, Argentina entre otros, conocido como justicia por propia mano, donde las acciones 

encaminadas por unos actores desbordan su límite para generar una vulneración de derechos 

12,269

0,182 0,025

ADULTOS ADOLESCENTES MENORES
Primer semstre 2022

"Hurto a personas - arma cortopunzante"
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fundamentales; hay una circunstancia que ha generado la realización de dichas conductas y, es el error en 

considerar que el actuar con violencia frente a un supuesto agresor, está enmarcado en una justificación 

más exactamente en legítima defensa.  

Entendido el punto anterior y como lo ha señalado (BOUVIER, 2015) “en circunstancias llamadas 

“excepcionales” los sistemas jurídicos autorizan de manera provisoria a los individuos a ejercer violencia 

sin recurrir a una autoridad estatal competente. la legítima defensa pertenece a este grupo de casos. uno 

de los requisitos generalmente asociados a la legítima defensa es que ella resulta justificada si trata de 

evitar una agresión ilegítima en el sentido de no autorizada por una norma jurídica. Al menos algunos de 

estos supuestos requieren que la agresión constituya un delito.  

El fenómeno llamado justicia por propia mano, tiene varios conceptos, entre estos, es un término 

utilizado de forma común para referirse a la disposición, por parte de los ciudadanos, de emplear una 

pena física con el ánimo de castigo ejemplar y social a uno o varios individuos que presuntamente han 

realizado una acción contraria a derecho que se circunscribe en el ámbito del derecho penal como un 

delito.  

 Por otra parte, la justicia por mano propia se ha entendido como un fenómeno social, cuya 

dimensión se ha visto proyectada a las instituciones jurídico políticas del Estado, en otras palabras, la 

justicia por propia mano, se representa como todas las acciones, manifestaciones exteriores promovidas 

por un deseo instintivo de satisfacer sus necesidades de sancionar y reprochar de diferentes formas las 

actuaciones contrarias a derecho por parte de algunas personas que han alterado la convivencia social, 

dichas prácticas corresponden a métodos extralegales; de allí que, diferentes autores señalen que la 

justicia por propia mano es un acto criminal contra el presunto autor de una conducta punible.  

De otra parte, (Mojica Rozo, 2018) quien tiene una concepción de contenido más genérico, que 

la expresada precedentemente, justicia por mano propia “constituye cualquier acto espontaneo y 
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relativamente inmediata de un ciudadano, sin consultar a la policía o al departamento de justicia, contra 

autores de un delito de que es una víctima o un testigo directos”.  Dicho comportamiento se le denomina 

en el contexto de las investigaciones criminológicas y socio-jurídicas como vigilantimos, fenómeno 

mediante el cual, personas que no representan las instituciones encargadas de la seguridad por parte del 

Estado, ejercen actividades de vigilancia y represión de delitos y presuntos delincuentes.  

De tal manera que, los casos de justicia por mano propia en Colombia han sido noticia en los 

últimos años y tienen el potencial de convertirse en una problemática social considerable ante la elevada 

percepción de impunidad y la desconfianza en las instituciones conducen a los ciudadanos al hastío, la 

frustración y, Analmente, a la ira, sentimiento que desencadenaría este tipo de reacciones.  

Sin embargo, la tendencia de la justicia por propia mano se ha extendido por Latinoamérica, en 

cuanto se ha generalizado el concepto de la inoperancia e ineficacia del Estado ante la defensa y 

protección de sus bienes jurídicos, de allí que, señala (ROSATTI, 2006) “La inoperancia de la justicia 

institucionalizada puede conducir a dos caminos: a creer que los hombres deben retomar su cuota 

individual de venganza y disponer de ella por los medios que crean convenientes  o plantear una reforma 

profunda del sistema actual”. De lo anterior se desprende que, el sentimiento de venganza de las personas 

supone la deslegitimación del estado en materia judicial y como conciliador ante los conflictos que se 

presenten en una sociedad cuya ausencia de seguridad se ha visto reflejada en la inoperancia del Estado.  

Para ilustrar como se presentan los actos conformantes de justicia a propia mano, se describe de 

forma narrativa algunos hechos que se presentaron en Argentina, relatados por (GONZÁLEZ, LADEUIX, & 

FERREYRA, 2011) “En una fría noche de invierno, el 12 de septiembre de 2006, un centenar de vecinos del 

barrio “17 de agosto” de San Pedro, en la provincia de Jujuy, realizaron una marcha a la comisaría Nº 48 

de esa ciudad. Portando antorchas se instalaron frente a la delegación policial y reclamaron que les 
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“entreguen” a dos hombres mayores, detenidos por abusar de dos niñas. Los padres de las menores, una 

de las cuales era nieta de uno de los acusados, habían presentado la denuncia el día anterior.  

Frente a la negativa policial, los manifestantes comenzaron a lanzar piedras y elementos 

contundentes contra la seccional. Ante la inminente represión, el juez Argentino Juárez, quien entendía 

en la causa, se presentó en el lugar y prometió a la multitud que cumpliría con los pasos necesarios para 

brindar justicia. A su vez, los vecinos lograron que el comisario firmara un acta comprometiéndose a 

redoblar la vigilancia en el barrio”. 

El relato anterior, nos permite entender la problemática frente a los linchamientos como 

manifestación de justicia de una parte de la población que ve en estas acciones una retribución frente a 

la crisis social y política, por la inoperancia de la justicia, pero que al final, se convierten en prácticas de 

justicia ilegal. Los estudios referentes a los linchamientos en Latinoamérica describen una tendencia 

denominada como en párrafos precedentes se enunció bajo “vigilantismo” considerado como los “actos 

de amenaza o de coerción que violan los límites formales de un orden sociopolítico estabilizado, actos 

que, sin embargo, los violadores consideran que son en defensa de este orden contra otras formas de 

subversión” 

La percepción de quienes obran en su actuar bajo la figura de justicia por propia mano y, como lo 

expresan (Gutiérrez Simbaqueva, González Caro, & Reyes Pinilla, 2020) “Las  personas  que  administran  

justicia  de  su  propia  mano,  a  menudo  excusan  su  actuar bajo  la  figura  de  legítima  defensa,  como  

es  el  caso  de  la  victima  de  hurto,  que,  en  el  instante en  que  el  atacante  decide  huir  toma  

represarías  en  contra  del  delincuente,  amparándose  en  el la  legitima  defensa  de  manera  que  omite  

acudir  a  las  instituciones  estatales  con  la  facultad legal  de  impartir  justicia,  configurando  una  

contraposición  del  principio  fundamental  de  esta figura  ya  que  al  momento de  la  huida  no  existe  

violencia  actual  e  inminente  contra  su vida”. 
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De acuerdo a lo expresado por (Gutiérrez Simbaqueva, González Caro, & Reyes Pinilla, 2020) Pese 

a cualquier opinión, los derechos a la vida y a la dignidad humana son vulnerados en las personas víctimas 

de linchamientos, como consecuencia de la dinámica social que ha evolucionado junto con la 

problemática en América latina, asociada a la justicia por mano propia y causada por la crisis en la 

administración de justicia de los Estados.  

Es un hecho rotundo que los ciudadanos están asumiendo tomar la justicia por su propia mano 

debido a la impunidad recurrente en los juicios penales. 

Para concluir, los casos de justicia por mano propia en Colombia y Latinoamérica se han venido 

incrementando en los últimos años, llegando a convertirse en una problemática social considerable ante 

la elevada percepción de impunidad y la desconfianza en las autoridades, lo cual, lleva a los ciudadanos al 

cansancio, la frustración, desencadenado en esta clase de reacciones.   

Con la expedición de la ley 2197 de 2022, algunos diarios en Colombia emitieron algunas noticias 

sobre el numeral 6.1. del artículo 32 del código penal, correspondiente a la legítima defensa privilegiada, 

cuyo titular fue el siguiente: 

 “¿Justicia por mano propia? El polémico artículo aprobado en la ley de seguridad ciudadana. 

Expertos consideran que se estaría abriendo la puerta a excesos de parte de los ciudadanos. 

Defensores de la norma señalan que debe primar la proporcionalidad. (…) El artículo que ha dado 

lugar a estas interpretaciones dice que no habrá responsabilidad penal cuando se rechace a 

alguien que intenta entrar a su habitación o dependencias inmediatas, propiedad comercial 

cerrada al público o vehículo ocupado, casos en los cuales se podrá ejercer la “fuerza letal7”. 

 

7 (¿Justicia por mano propia? El polémico artículo aprobado en la ley de seguridad ciudadana., 2021) 
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De acuerdo con la Corporación Excelencia de la Justicia, durante el año 2022, según encuesta de 

convivencia y seguridad ciudadana del DANE, se pudo determinar que en la ciudad de Bogotá D.C.,el 83,8% 

de las personas encuenstadas manifestaron sentirse inseguras o muy inseguras, de igual forma frente al 

fenómeno de la justicia por propia mano, el 18,4% de los encuestados expresaron su intención de usar la 

violencia para contrarrestar el accionar delincuencial8.  

Tabla N° 5 

 

Taza de victimización y denuncia en Colombia  

 

 

8 (Corporación Excelencia en la Justicia, 2022) 
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 Fuente tomada de https://cej.org.co/indicadores-de-justicia/demanda-de-justicia/tasa-de-victimizacion-y-
denuncia-colombia/ 
 

Resultados y conclusiones 

 

1. Las instituciones del Estado encargadas de la defensa y protección de los bienes jurídicos de las 

personas, deben crear políticas encaminadas al mejoramiento de los procedimientos para la 

atención de casos, en los que sea oportuna y eficaz la asistencia; no permitiendo que el actuar de 

grupos de personas lleguen a ocupar el ejercicio legítimo de las autoridades mediante la violencia, 

el linchamiento y la vulneración de la dignidad humana de los presuntos infractores de la ley 

penal; puesto que, la falta de credibilidad y confianza en las autoridades de policía como en las 

que administran justicia, generan conflictos sociales frente a situaciones de justicia privada.  
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2. Para disminuir los casos de justicia por propia, el Estado debe crear campañas de concientización 

a los servidores públicos encargados de la seguridad de los conciudadanos y de los 

administradores de justicia, donde se fortalezcan los conocimientos en derechos humanos, 

priorizando por la pronta atención e igualdad de condiciones para el acceso a la justicia por parte 

de las personas, el respeto por la dignidad humana tanto de las víctimas como de los presuntos 

infractores de la ley penal, aunado a la transparencia en las actuaciones, toda vez que, el 

fenómeno de violencia es atribuido a la ineficacia estatal y la inoperancia judicial, lo que conlleva 

como lo hemos visto en otros análisis a excusar estos actos como la respuesta a la sensación de 

impunidad arraigada en el pensamiento de las personas. 

 

3. Se puede concluir que la ley 2197 de 2022, que reforzó la denominada legítima defensa 

privilegiada, extendiendo su protección a otros lugares donde la persona ejerce su libre desarrollo 

de su personalidad e intimidad e incluyó el análisis por parte de las juzgadores como la realización 

de un estándar de proporcionalidad en el elemento de racionalidad de la conducta, no comporta 

atribuciones encaminadas a ejercer actos de justicia por propia mano, por el contrario, en caso 

en que se defiendan derechos propios o de terceros, cada actuación debe adecuarse en los 

requisitos que exige la configuración de la legítima defensa. 

 

4. Las conductas humanas denominadas como justicia por propia mano no suponen una eximente 

de responsabilidad, si bien, pueden presentarse fallas en el servicio por parte de las autoridades 

del Estado, no es admisible que se efectúen acciones de justicia civil privada o actos de venganza 

sin determinar las extralimitaciones que se suscitan con violencia, lo que conlleva a quienes 
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ejercen la justicia por propia mano a ser procesados por los delitos cometidos en  

comportamientos contrarios a la ley penal y, violatorios de garantías fundamentales. 

 
5. De igual manera se puede concluir que, las estadísticas de resultados en capturas frente a los 

casos de delitos mas comunes como en el hurto (artículo 239 código penal), bajo la modalidad de 

hurto a personas son notoriamente bajas, por lo que, se deben establecer estrategias en la 

prevención y control de delitos, mediante un política criminal que genere confiabilidad en los 

ciudadanos mediante la imposición de medidas tendientes a la prevención especial para que no 

se reincida en comportamientos delictivos.  
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